Principio de jurisdicción universal

Para la protección de los derechos de la naturaleza 

El desastre ecológico desatado con la explosión de la plataforma Deepwater Horizon el  20 de abril del 2010 en el Golfo de México y posteriormente con las medidas de mitigación del accidente, tiene dimensiones globales:  es susceptible de afectar la naturaleza no solamente en el sitio del accidente sino de manera acumulativa y permanente en el resto del planeta, principalmente por haber afectado gravemente la cadena alimentaria de la vida marina. 

La jurisdicción universal

“Tradicionalmente, los tribunales de un Estado sólo tenían jurisdicción sobre las personas que habían cometido un  crimen en su propio territorio (jurisdicción territorial); pero, con el paso del tiempo, el derecho internacional ha ido reconociendo que los tribunales pueden tener ciertas formas de jurisdicción extraterritorial, como son las que se ejercen sobre los delitos cometidos fuera de su territorio por los nacionales de un Estado (jurisdicción respecto de la persona activa), sobre los delitos contra los intereses esenciales del Estado en materia de seguridad (jurisdicción por el principio de protección) y, aunque en este caso la jurisdicción sea rechazada por algunos Estados, sobre los delitos cometidos contra los nacionales del propio Estado (jurisdicción respecto de la persona pasiva). Asimismo, empezando con la piratería en alta mar, el derecho internacional comenzó a reconocer que los tribunales de un Estado podían ejercer en nombre de toda la comunidad internacional la jurisdicción sobre ciertos delitos graves comprendidos en el derecho internacional que eran motivo de preocupación internacional.

Puesto que tales delitos amenazaban la totalidad de la estructura internacional del derecho, todo Estado donde las personas sospechosas de tales delitos se encontraran podía llevarlas a los tribunales. El derecho y las normas internacionales permiten y, en algunos casos, exigen ya a los Estados ejercer su jurisdicción sobre las personas sospechosas de ciertos delitos graves comprendidos en el derecho internacional, independientemente del lugar donde se hayan cometido esos delitos (incluso si es el territorio de otro Estado), de que los sospechosos o las  víctimas no sean nacionales suyos o de que los delitos no hayan representado una amenaza directa a los intereses concretos del Estado en materia de seguridad (jurisdicción universal)”.

Fuente:  LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL:  Catorce principios fundamentales sobre el ejercicio eficaz  de la jurisdicción universal.  Amnistía Internacional.   

Disponible en:  http://www.amnesty.org/es/library/info/IOR53/001/1999/es 

El nuevo constitucionalismo y los derechos de la naturaleza

El derecho constitucional latinoamericano se ha dinamizado particularmente en la década de los noventa y hasta la fecha, la mayoría de estos países han concluido en procesos constituyentes que han incluido dentro de las Cartas Constitucionales nuevos mecanismos de protección de derechos fundamentales, así como principios de interpretación de tales derechos y declaraciones sobre la su vocación de terminar con la visión colonialista que irrigaba las constituciones republicanas reconociendo nuevos actores, nuevos derechos y nuevos principios. 

La Constitución de Cuba, por ejemplo, condena al imperialismo, como “promotor y sostén de todas las manifestaciones fascistas, colonialistas, neocolonialistas y racistas, como la principal fuerza de agresión y de guerra y el peor enemigo de los pueblos” y la de Bolivia declara en su preámbulo que “En tiempos inmemoriales se erigieron montañas, se desplazaron ríos, se formaron lagos. Nuestra amazonia, nuestro chaco, nuestro altiplano y nuestros llanos y valles se cubrieron de verdores y flores. Poblamos esta sagrada Madre Tierra con rostros diferentes, y comprendimos desde entonces la pluralidad vigente de todas las cosas y nuestra diversidad como seres y culturas. Así conformamos nuestros pueblos, y jamás comprendimos el racismo hasta que lo sufrimos desde los funestos tiempos de la colonia”.  

El constitucionalismo latinoamericano ha avanzado hacia el reconocimiento de las personas como seres dependientes de su entorno natural y por tanto, ha otorgado a los derechos  relacionados con el medio ambiente el rango de fundamentales.  El mayor avance sobre tal reconocimiento se ha producido en el Ecuador, donde a simultáneamente con el reconocimiento de los derechos de las personas, comunidades y pueblos indígenas al disfrute de un ambiente libre de contaminación se ha otorgado a la naturaleza la calidad de sujeto, un sujeto con derechos.  

En su preámbulo, la Constitución ecuatoriana ha celebrado “a la naturaleza, la Pacha Mama, de la que somos parte y que es vital para nuestra existencia”, lo que supone un compromiso irrestricto con su protección y con la promoción de sus derechos. 

Por otra parte, varios artículos de la Constitución vigente, consagran al Ecuador como un país comprometido con  la protección de la naturaleza al instituir “Una nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con  la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay”.

La protección de los derechos de la naturaleza

Adelantar la jurisdicción universal frente a los derechos de la naturaleza supone un reto ante todo político, además del  jurídico.   

El escenario de protección internacional de los derechos relacionados con el medio ambiente ha demostrado profundas limitaciones para la protección tanto de las comunidades inmersas en conflictos socio – ambientales, como del respeto, protección y restauración de la naturaleza.  A los primeros, les es negado fundamentalmente su derecho al acceso a la justicia, y a la segunda le ha sido negada históricamente su calidad de sujeto digno de protección, como legado de la separación colonial hombre – naturaleza, hasta la promulgación en 2008 de la Constitución Ecuatoriana.   

El derecho internacional de los derechos humanos se encuentra a años de consolidar escenarios fuertes de protección frente a ambos sujetos y discusiones como la que se desarrolla alrededor de 

El Sumak kawsay asumido como pacto fundante del ordenamiento ecuatoriano representa un paso agigantado en la construcción de un “otro mundo es posible”, consigna asumida por miles de personas y organizaciones que se han venido congregando alrededor del  Foro Social Mundial, pero también, constituye una declaración de integración de la visión indígena del mundo a la comprensión de los derechos de los ciudadanos y de las responsabilidades que ellos tienen frente a su entorno, lo cual constituye decididamente una ruptura con el legado colonial que separó al hombre y a la mujer de su conciencia y práctica armónica con la madre tierra, condenándolos a una  concepción del desarrollo basado en el atributo de abusar de la propiedad, esto es, el legado de destrucción que supone el modelo capitalista.  

Asumir la jurisdicción universal frente al desastre ecológico del Golfo de México se basa en la buena fe de cumplir con el reto histórico de comprender a la naturaleza como un sujeto, un sujeto de derechos.  

La demanda conta BP

Para el desarrollo de esta demanda hemos tomado en cuenta algunos elementos  prácticos

1. Integración de las empresas transnacionales de manera vinculante a las obligaciones relacionadas con los derechos de la naturaleza, superando las limitaciones que el derecho internacional ha impuesto para esta vinculariedad -particularmente en materia de derechos humanos-, a través de la lógica mentirosa de la Responsabilidad Social Empresarial y del manejo aceptable del riesgo a costa del principio de precaución.

2. Llamamiento a los Estados nacionales de controlar de manera eficaz la lógica transnacional de explotación de recursos a costa del equilibrio ecológico, los límites biofísicos de la naturaleza y el principio intergeneracional de protección de derechos.  

3. A los demandados no se les está juzgando en doble foro por los daños ocasionados a personas o comunidades (Non bis in idem.  .  La jursidicción universal opera exclusivamente frente al sujeto naturaleza, los demás sujetos ya han iniciado acciones judiciales en otros tribunales frente a los cuales no se rivalizará en materia de procedimentos jurisdiccionales, actos probatorios ni sancionatorios.   

4. Negación de cualquier tipo de compensación económica.  El daño que supone este desastre no puede compensarse con la lógica capitalista de pagar por los daños.  Este daño es irreparable y sólo los principios de precaución y de garantía de no repetición de los crímenes pueden ser tomados como reparación adecuada.  

5. Sanción ética de los hechos ocurridos el 20 de abril de 2010, de los remedios practicados para contener al derrame que de manera experimental agravaron la situación desastrosa derivada del accidente -que a todas luces era previsible- y de la intención de continuar las explotaciones petroleras en zonas profundas del mar.  

6. Llamamiento enfático de un compromiso internacional inmediato y de buena fe con los derechos de la naturaleza.     

